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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de septiembre de 2018. 

I. 

 Comparece ante nos Jorge L. Díaz y Asociados, Inc., el señor 

Jorge L. Díaz Irizarry, la señora Eugenia Mayoral y la sociedad legal 

de gananciales compuesta por ambos (en adelante, “parte 

apelante”), mediante un recurso de apelación presentado el 22 de 

junio de 2018, en el que impugnaron una Sentencia dictada por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón. En el dictamen 

apelado, el foro primario declaró ha lugar una solicitud de sentencia 

sumaria presentada por el Banco Popular de Puerto Rico (BPPR). En 

consecuencia, condenó a la parte apelante al pago de las cantidades 

reclamadas en la demanda de cobro de dinero y ejecución de 

hipoteca, incoada por el BPPR. Asimismo, en el dictamen apelado, 

el foro primario declaró no ha lugar una moción de desestimación 

presentada por la parte apelante. 



 
 

 
KLAN201800658 

 

2 

 Evaluado preliminarmente el recurso de apelación, emitimos 

una Resolución el 2 de julio de 2018, en la que concedimos término 

al BPPR para presentar su alegato en oposición. Posteriormente, 

dicha parte solicitó una breve prórroga, la cual fue concedida 

mediante una Resolución dictada el 24 de julio de 2018.  

El 1 de agosto de 2018, el BPPR presentó su Alegato en 

Oposición. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes y 

el estudio del expediente del caso, procederemos a reseñar los 

hechos procesales atinentes a la apelación que nos ocupa. 

II. 

 El 12 de abril de 2017, el BPPR incoó una Demanda Jurada1 

de cobro de dinero y ejecución de hipoteca y otras garantías, en 

contra de la parte aquí apelante. En síntesis, adujo que Jorge L. Díaz 

y Asociados, Inc., suscribió el 3 de junio de 1994, un Contrato de 

Financiamiento por la cantidad de $2,657,000, autenticado bajo el 

affidavit núm. 15,564. La suma fue originalmente evidenciada con 

un pagaré operacional suscrito el 3 de junio de 1994, y enmendada 

el 29 de agosto de 2017, 30 de septiembre de 2008, 25 de febrero de 

2009, y 30 de junio de 2009.  

 Según surge de la demanda, como colateral del préstamo, las 

partes suscribieron, el 3 de junio de 1994, un contrato de prenda 

(titulado, en inglés, Pledge Agreement), mediante el cual Jorge L Díaz 

y Asociados, Inc., entregó en prenda a BPPR un pagaré hipotecario 

por $2,657,000. Dicho pagaré fue cancelado parcialmente por las 

sumas de $87,677.55 y $210,197.13, quedando un principal de 

$2,359,125.32. El referido pagaré está garantizado por una hipoteca 

constituida mediante la Escritura Número 33.   

 Asimismo, el 3 de junio de 1994, las partes suscribieron un 

Contrato de Garantía (titulado, en inglés, Continuing and Limited 

                                                 
1 Anejo 1 del Apéndice de la Apelación, páginas 1-10 (excluyendo sus “exhibits”). 
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Guaranty), mediante el cual el señor Jorge Luis Díaz Irizarry y la 

señora Eugenia Mayoral se obligaron conjunta y solidariamente a 

sufragar el 68.77% de las deudas asumidas por Jorge L. Díaz y 

Asociados, Inc., mediante el Contrato de Financiamiento, así como 

todos los gastos, costas y honorarios de abogado en los que tuviere 

que incurrir el BPPR para el cobro de dicho préstamo. 

 El BPPR alegó en la demanda que Jorge L. Díaz y Asociados, 

Inc., le adeuda la cantidad de $228,310.88 por concepto de principal 

e intereses relacionados al préstamo. Además, el BPPR le imputó 

una deuda de $235,912.50 por concepto de costas, gastos y 

honorarios de abogado pactados en relación con las hipotecas 

constituidas en garantía de los préstamos. De otra parte, la 

institución bancaria reclamó a los esposos Díaz-Mayoral la suma de 

$319,246.41, al amparo del Contrato de Garantía, suscrito a favor 

de Jorge L. Díaz y Asociados, Inc. En fin, el BPPR reclamó el 

incumplimiento de los contratos pactados, y solicitó la ejecución de 

la hipoteca y otras garantías suscritas. 

 El 30 de junio de 2017, Jorge L. Díaz y Asociados, Inc., 

presentó una Contestación a Demanda. En síntesis, negó las 

alegaciones contenidas en la demanda y alegó, afirmativamente, que 

la deuda no estaba vencida, ni era líquida ni exigible, entre otras. 

En esa misma fecha, Jorge L. Díaz, Eugenia Mayoral y la sociedad 

legal de gananciales compuesta por ambos, presentaron una 

Contestación a Demanda.2 Al igual que la compañía codemandada, 

los esposos negaron, en esencia, las alegaciones en su contra. 

Asimismo, alegaron que la deuda reclamada no estaba vencida, ni 

era líquida ni exigible, que la garantía no era exigible, que el BPPR 

no expuso una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio, entre otras defensas afirmativas. 

                                                 
2 Anejo 2, ibidem, páginas 123-127 
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 Posteriormente, el 1 de diciembre de 2017, el BPPR presentó 

una Solicitud de Sentencia Sumaria.3 Adujo que no existe 

controversia de hechos que impide la disposición del caso por la vía 

sumaria. En la solicitud, se detallaron los hechos que no estaban en 

controversia, así como las deudas reclamadas. Junto con la moción, 

el BPPR acompañó los siguientes documentos: Financing Agreement; 

Master Promissory Note; Enmienda al Pagaré de 30 de septiembre de 

2008; Enmienda al Pagaré de 25 de febrero de 2009; Enmienda al 

Pagaré de 30 de junio de 2009; Pledge Agreement; Pagaré 

Hipotecario (Mortgage Note) de $2,657,000.00; Escritura de 

Hipoteca Número 33; estudio de título juramentado de la finca 

12,502; estudio de título juramentado de la finca 23,004; Continuing 

and Limited Guaranty; Notice of Default, con fecha de 23 de marzo 

de 2017; y una Declaración Jurada suscrita por Rosali León 

Castañer, en calidad de custodio de los récords de negocio del BPPR. 

 Por su parte, la parte apelante presentó una Moción en 

Solicitud de Desestimación al amparo de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil y en Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria. 

La parte apelante alegó que la finca que se pretende ejecutar fue 

doblemente inmatriculada en el Registro de la Propiedad. En virtud 

de ello, sostuvo que las fincas en cuestión carecen de la protección 

de la Ley Hipotecaria. Solicitó la desestimación del pleito pues, a su 

juicio, al tomar como ciertas las alegaciones, la reclamación en su 

contra era improcedente. Igualmente, adujo que la hipoteca que se 

pretende ejecutar no consta inscrita como gravamen en la finca 

23,004 (inscrita al Folio 31 del Tomo 449 de Toa Alta). De otra parte, 

la parte apelante alegó que las sumas reclamadas en la moción de 

sentencia sumaria están en controversia. Junto con la moción, se 

acompañó la siguiente documentación: Escritura Número 33; 

                                                 
3 Anejo3, ibid., páginas 128-141(excluyendo anejos). 
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estudio de título de la finca número 12,502; estudio de título de la 

finca número 23,004; y una Declaración Jurada por el señor Jorge 

L. Díaz Irizarry. 

 El 20 de febrero de 2018, el BPPR presentó una Oposición a 

“Moción en Solicitud de Desestimación al amparo de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil y en Oposición a Solicitud de Sentencia 

Sumaria”.4 Sostuvo que la doble inmatriculación de las fincas es un 

hecho incontrovertido. Por ello, solicitó en la moción de sentencia 

sumaria presentada previamente, que el TPI ordenara el cierre 

registral de la finca 23,004 para que el historial registral solo surja 

de la finca 12,502. En fin, concluyó que la moción de desestimación 

carecía de fundamentos y debía ser declarada no ha lugar. 

 Por otro lado, el BPPR adujo que la parte apelante no 

controvirtió los hechos enumerados en la moción de sentencia 

sumaria. Ello porque, en la declaración jurada suscrita por el señor 

Díaz, éste se limitó a exponer que existía controversia sobre las 

sumas reclamadas, sin embargo, no detalló en qué consiste dicha 

controversia. En cambio, el BPPR hizo referencia a la declaración 

jurada anejada a su solicitud de sentencia sumaria, suscrita por la 

señora Rosimari León Castañer (en calidad de custodio de los 

récords de negocio de BPPR), la cual detalló y desglosó la deuda 

reclamada al 21 de noviembre de 2017. En fin, la institución 

bancaria reiteró que la solicitud de sentencia sumaria era 

procedente en derecho. 

 El 26 de febrero de 2018, se celebró la conferencia inicial, las 

partes argumentaron las mociones dispositivas presentadas. El 10 

de abril de 20185, el foro primario dictó una Resolución, mediante 

la cual determinó que, de la descripción registral de la finca 12,502 

de Corozal y de la finca 23,004 de Toa Alta, se desprende que se 

                                                 
4 Anejo 4, ibid., páginas 253-289 
5 Notificada el 17 de abril de 2018. 
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trata de la misma finca registral que se matriculó de forma separada 

en dos secciones del Registro de la Propiedad. Al no estar inscrita la 

hipoteca de la finca 23,004, el foro primario desestimó sin perjuicio 

la causa de acción de ejecución de hipoteca, por prematura, hasta 

tanto se inscribiera en el Registro de la Propiedad la hipoteca a favor 

de BPPR, y sea final y firme la determinación del pleito de la doble 

inmatriculación. Quedando, en consecuencia, pendiente el litigio en 

torno a la causa de acción de cobro de dinero. 

 En esa misma fecha, 10 de abril de 20186, el TPI dictó una 

Sentencia mediante la cual declaró ha lugar la solicitud de sentencia 

sumaria presentada por el BPPR. En consecuencia, ordenó al 

codemandado Jorge L. Díaz y Asociados, Inc., a pagar la suma de 

$207,151.31, en concepto de principal; $30,370.62, de intereses 

acumulados, a razón de $41.72 diarios hasta su total y completo 

pago; y $265,700.00 por concepto de honorarios de abogado. 

Asimismo, el tribunal determinó que los esposos Díaz-Mayoral eran 

deudores solidarios de la suma de $163,343.83, equivalente al 

68.77% de la deuda principal de $207,151.31. En consecuencia, el 

foro primario declaró no ha lugar la Moción en Solicitud de 

Desestimación al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil y en 

Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria, presentada por la parte 

apelante. 

 En desacuerdo, la parte apelante presentó una Moción de 

Reconsideración el 27 de abril de 2018. En síntesis, adujo que en la 

sentencia sumaria se incluyó una determinación del TPI que 

impedía dictar la sentencia sumaria, la cual transcribimos a 

continuación: “La única controversia que existe entre las partes de 

epígrafe, en relación al cobro de dinero, es el monto de la deuda, por 

ende, se hace necesario la celebración de una vista evidenciaria, 

                                                 
6 La Sentencia fue notificada el 17 de abril de 2018. 
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para así, poder llegar a la verdad.” A juicio de la parte apelante, dado 

que el TPI determinó que existía controversia sobre el monto de lo 

adeudado, la referida sentencia sumaria era improcedente en 

derecho.  

Por su parte, el BPPR presentó una Oposición a “Moción de 

Reconsideración”. Manifestó que, de una lectura integral de la 

sentencia, se desprenden las cuantías reclamadas por concepto de 

principal y los intereses acumulados. Por tanto, el BPPR sostuvo que 

la determinación antes transcrita era un error y tildó de “ilusorio” el 

planteamiento de la parte apelante, máxime cuando el propio TPI 

reconoció que los apelantes fracasaron en controvertir e impugnar 

las sumas adeudadas.  

Por otro lado, con relación a la desestimación de la causa de 

acción de la ejecución de hipoteca, el BPPR sostuvo que la finca 

número 23,004 de Toa Alta y la finca 12,502 de Corozal son una 

misma finca cuya extensión territorial alcanza dos demarcaciones 

territoriales distintas correspondientes a las secciones de Bayamón 

III y Barranquitas del Registro de la Propiedad de Puerto Rico. Dado 

que la porción de la finca con mayor cabida radica en Corozal 

(12,502), se continuó su historial registral en dicha finca, conforme 

lo establecía el Artículo 7 de la antigua Ley Hipotecaria y del Registro 

de la Propiedad, Ley Núm. 198 de 8 de agosto de 1979, derogada.7 

En virtud de lo anterior, solicitó que el tribunal reconsiderara su 

determinación de desestimar la causa de acción de ejecución de 

hipoteca. 

El 22 de mayo de 2018, el foro primario dictó una Sentencia 

Enmendada 8 a los efectos de corregir la oración sobre la existencia 

de controversia en torno a la cuantía reclamada. Así, el TPI 

                                                 
7 Esta era la ley vigente al momento de la inscripción de la hipoteca en el Registro 

de la Propiedad. 
8 Anejo 15 del Apéndice de la Apelación, páginas 352-367. 
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determinó que “[l]a única controversia alegada por la parte 

demandada en relación al cobro de dinero es el monto de la deuda. 

No obstante, no es necesaria la celebración de una Vista 

Evidenciaria, ya que de los documentos presentados es clara la 

cantidad adeudada por la parte demandada”. (sic)  

En desacuerdo con dicha Sentencia Enmendada, la parte 

apelante presentó el recurso de apelación que nos ocupa, y señaló 

los siguientes errores: 

A. Erró el TPI al dictar una sentencia sumaria en la cual determinó 
que existía una controversia sobre el monto de la deuda 
reclamada por BPPR que requería la celebración de una vista 
evidenciaria y posteriormente dejar sin efecto dicha 
determinación mediante Sentencia enmendada. 
 

B. Erró el TPI al dictar sentencia sumaria sin dejar que la parte 
apelante realizara el descubrimiento de prueba pautado y 
ordenado por el propio tribunal. 

 

 El 1 de agosto de 2018, el BPPR presentó su Alegato en 

Oposición. Con el beneficio de su comparecencia, resolvemos.  

III. 

 Habida cuenta de los errores imputados al TPI, 

mencionaremos, a continuación, algunas normas, figuras jurídicas, 

máximas, casuística y doctrinas atinentes al caso que nos ocupa. 

Sentencia Sumaria 

Las Reglas de Procedimiento Civil de 2009 fueron concebidas 

para asegurar “…una solución justa, rápida y económica de todo 

procedimiento”.  Regla 1 de Procedimiento Civil  de 2009, 32 LPRA 

Ap. V (2009), R.1. El Tribunal Supremo ha reiterado en varias 

ocasiones que la Sentencia Sumaria es un mecanismo procesal que 

provee nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, 

rápida y económica de controversias en las cuales resulta 

innecesario celebrar un juicio plenario. Procede en aquellos casos 

en los que no existen controversias reales y sustanciales en cuanto 

a los hechos materiales, por lo que lo único que queda por parte del 

poder judicial es aplicar el Derecho. Oriental Bank & Trust v. Perapi 
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S.E., 192 DPR 7, 26-27 (2014); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

189 DPR 414, 430 (2013); Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 

DPR 113, 128 (2012); Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 

288, 299 (2012); Abrams Rivera v. E.L.A., 178 DPR 914, 932 (2010); 

Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 847 (2010). 

Cónsono con  ello, la Regla 36.2 de Procedimiento Civil provee 

para que la parte contra la que se haya presentado una reclamación 

pueda “presentar una moción fundada en declaraciones juradas o 

en aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes…”, 32 

LPRA Ap. V, R. 36.2; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 

432. 

La Regla 36.2 de las de Procedimiento Civil de 2009, supra, 

R.36.2, literalmente establece:  

Una parte contra la cual se haya formulado una 

reclamación podrá, a partir de la fecha en que fue 
emplazada pero no más tarde de los treinta (30) días 

siguientes a la fecha límite establecida por el tribunal para 
concluir el descubrimiento de prueba, presentar una 

moción fundada en declaraciones juradas o en aquella 
evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y 
pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia 

sumariamente a su favor sobre la totalidad o cualquier 
parte de la reclamación. 

  

La Regla 36.3 de Procedimiento Civil, de 2009, supra, R.36.3, 

dispone los requisitos con los que debe cumplir una moción de 

sentencia sumaria y su oposición.  El promovente de que se dicte 

sentencia sumaria debe demostrar que: (1) la vista es innecesaria; 

(2) el demandante no cuenta con evidencia suficiente para probar 

algún hecho esencial; y (3) que procede como cuestión de derecho. 

Cualquier duda acerca de la existencia de una controversia sobre 

los hechos medulares del caso deberá resolverse contra la parte que 

la solicita. Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico: 

Derecho Procesal Civil, 5ta. ed., San Juan, Lexisnexis, 2010, sec. 

2615, pág. 277.  
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 La parte promovida deberá presentar contradeclaraciones 

juradas y documentos que controviertan los hechos presentados por 

el promovente.  Luan Invest Corp v. Rexach Const. Co., 152 DPR 652 

(2000), Tello Rivera v. Eastern Airlines, 119 DPR 83, 87 (1987).  La 

parte que se opone no podrá descansar en las aseveraciones o 

negaciones contenidas en sus alegaciones y cruzarse de brazos, sino 

que estará obligada a contestar de forma tan detallada y específica, 

como lo haya hecho la parte promovente.  De no hacerlo se dictará 

sentencia sumaria en su contra, si procede. Regla 36.3 (c) de 

Procedimiento Civil de 2009, supra; véase además Cruz Marcano v. 

Sánchez Tarazona, 172 DPR 526 (2007); SLG Zapata Berríos v. JF 

Montalvo, supra, y Ramos Pérez v. Univisión Puerto Rico, 178 DPR 

200 (2010). 

La contestación a la moción de sentencia sumaria tiene que 

ceñirse a ciertas exigencias en lo atinente a los hechos. 

Primeramente, recae sobre la parte que responde el deber de citar 

específicamente los párrafos según enumerados por el promovente 

que entiende están en controversia y, para cada uno de los que 

pretende controvertir, detallar la evidencia admisible que sostiene 

su impugnación con cita a la página o sección pertinente. Regla 36.3 

(b)(2) de Procedimiento Civil de 2009, supra, R. 36.3(b)(2); SLG 

Zapata Berríos v. JF Montalvo, supra; Bobé v. UBS Financial, 198 

DPR 6 (2017). 

Las controversias en cuanto a hechos materiales tienen que 

ser reales; “cualquier duda es insuficiente para derrotar una 

solicitud de Sentencia Sumaria”. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 110 (2015). Si se plantea una duda en cuanto 

a un hecho material, la misma “debe ser de tal naturaleza que 

permita ‘concluir que existe una controversia real y sustancial sobre 

hechos relevantes y pertinentes’”. Íd. Además, véase Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, págs. 213-214.  



 
 

 
KLAN201800658    

 

11 

Nuestro Máximo Foro ha expresado que el ordenamiento 

procesal exige a la parte oponente examinar cada hecho consignado 

en la solicitud de sentencia sumaria y, para todos aquellos que 

considera que existe controversia, identificar el número del párrafo 

correspondiente y plasmar su versión contrapuesta fundamentada 

en evidencia admisible. La numeración no es un mero formalismo, 

ni constituye un simple requisito mecánico sin sentido. Por el 

contrario, tiene un propósito laudable, por lo que su relevancia es 

indiscutible. SLG Zapata Berrios v. JF Montalvo, supra. Cuando la 

parte opositora incumpla con las directrices de la Regla 36.3 (b) de 

Procedimiento Civil de 2009, supra, R.36.3(b), el tribunal podrá no 

tomar en consideración la presunta impugnación de los hechos 

materiales que ofrece el promovente de la sentencia sumaria. 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 111.  

De no existir controversia en cuanto a los hechos materiales 

que motivaron el pleito, el tribunal podrá dictar sentencia 

sumariamente a favor de la parte que la solicita sin la necesidad de 

celebrar un juicio, pues solo restaría aplicar el derecho a los hechos 

no controvertidos. Íd.; Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, pág. 

128; Mejías et al. v. Carrasquillo et al., supra, pág. 299; Abrams 

Rivera v. E.L.A., supra, pág. 932; Quest Diagnostics v. Mun. de San 

Juan, 175 DPR 994, 1003 (2009). Empero, el tribunal únicamente 

dictará Sentencia Sumaria a favor de una parte si el derecho 

aplicable así lo justifica.  Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, 

R. 36.3; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, págs. 15-16.   

El Tribunal Supremo ha expresado que no es aconsejable 

dictar sentencia sumaria en casos cuyas controversias versan 

esencialmente sobre asuntos de credibilidad o envuelven aspectos 

subjetivos, como lo es la intención, propósitos mentales o 

negligencia. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 219. Véase 

además Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 DPR 294 (1994). A pesar de 
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ello, en los casos donde existen elementos subjetivos o de intención, 

nada impide que se utilice el mecanismo de sentencia sumaria 

“cuando de los documentos a ser considerados en la solicitud de 

sentencia sumaria surge que no existe controversia en cuanto a los 

hechos materiales”. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 219. Por 

ende, el mecanismo de sentencia sumaria no queda excluido de 

algún tipo de pleito en particular. Íd. Véase Soto v. Hotel Caribe 

Hilton, supra, pág. 301, y Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

supra, pág. 112. 

En Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, págs. 118-

119, nuestro Máximo Foro estableció el estándar para la revisión en 

este Tribunal de Apelaciones de una denegatoria o concesión de 

moción de sentencia sumaria. De acuerdo a dicho estándar, el Foro 

Apelativo Intermedio: 

1) Se encuentra en la misma posición que el TPI al 

momento de revisar solicitudes de Sentencia Sumaria, 

por lo que la revisión es de novo. No obstante, está 

limitado a la prueba que se presentó en el TPI. El 

Tribunal de Apelaciones no puede adjudicar hechos 

que estén en controversia. Deberá examinar el 

expediente de la manera más favorable hacia la parte 

que se opuso a la Moción de Sentencia Sumaria ante 

el TPI, llevando a cabo todas las inferencias 

permisibles a su favor.  

 

2) Tiene que verificar que las partes hayan cumplido con 

los requisitos de forma establecidos en la Regla 36 de 

Procedimiento Civil de 2009 tanto en la Moción de 

Sentencia Sumaria como en la Oposición.  

 

3) Debe revisar si en realidad existen hechos materiales 

en controversia. De haberlos, tiene que cumplir con la 

exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y 

debe exponer concretamente cuáles hechos materiales 

encontró que están en controversia y cuáles están 

incontrovertidos. Esta determinación se puede hacer 

en la Sentencia que disponga del caso y puede hacer 

referencia al listado numerado de hechos 

incontrovertidos que emitió el foro primario en su 

Sentencia. 

  

4) De encontrar que los hechos materiales realmente 

están incontrovertidos, el TA procederá entonces a 
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revisar de novo si el Tribunal de Primera Instancia 

aplicó correctamente el Derecho a la controversia. 

En lo atinente al inciso número 3 antes señalado, la Regla 

36.4 de las de Procedimiento Civil de 2009, supra, R.36.4, dispone 

que:  

Si en virtud de una moción presentada bajo las 

disposiciones de esta regla no se dicta sentencia sobre la 

totalidad del pleito, no se concede todo el remedio 

solicitado o se deniega la moción, y es necesario celebrar 

juicio, será obligatorio que el tribunal resuelva la moción 

mediante una determinación de los hechos esenciales y 

pertinentes sobre los cuales no hay controversia 

sustancial y los hechos esenciales y pertinentes que 

están realmente y de buena fe controvertidos, y hasta qué 

extremo la cuantía de los daños u otra reparación no está 

en controversia, ordenando los procedimientos ulteriores 

que sean justos en el pleito, incluso una vista 

evidenciaria limitada a los asuntos en controversia. Al 

celebrarse el juicio, se considerarán probados los hechos 

así especificados y se procederá de conformidad.  

A base de las determinaciones realizadas en virtud de 

esta regla, el tribunal dictará los correspondientes 

remedios, si alguno.   

 

El Tribunal de Apelaciones deberá cumplir con las exigencias 

de la Regla 36.4 de las de Procedimiento Civil de 2009, supra, al 

ejercer su función revisora. De este modo, se mantiene la política 

pública en la cual fue inspirada la Regla 36.4 de Procedimiento Civil 

de 2009, supra. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 

119.  

IV. 

A tenor con las disposiciones jurídicas antes mencionadas y 

la casuística aludida, revisaremos la corrección de la Sentencia 

apelada. 

En el primer señalamiento de error, la parte apelante alegó 

que el foro primario incidió al dictar una sentencia sumaria en la 

cual determinó que existía una controversia sobre el monto de la 

deuda reclamada por el BPPR, que requería la celebración de una 
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vista evidenciaria y, posteriormente, dejarla sin efecto mediante una 

Sentencia enmendada.  

De entrada, cabe destacar que la parte apelante cuestiona la 

determinación del TPI de acoger la moción de sentencia sumaria 

presentada por BPPR. Empero, la parte apelante no presentó en su 

oposición a sentencia sumaria, documento alguno que 

controvirtiera las determinaciones de hechos enumeradas por el 

BPPR en su solicitud de sentencia sumaria. La declaración jurada 

se limitó a expresar que existía controversia sobre el monto 

adeudado. Dicha expresión, por sí sola, fue insuficiente para crear 

controversia sobre la deuda reclamada por la institución bancaria. 

Luego de un estudio minucioso del expediente de autos, coincidimos 

con el foro primario en que la parte apelante incumplió las 

disposiciones de la Regla 36.3(b) de Procedimiento Civil, supra.  

No podemos olvidar que es un principio medular en cualquier 

proceso adjudicativo que: meras alegaciones y teorías no 

constituyen pruebas. Asoc. Auténtica Empl. v. Municipio de 

Bayamón, 111 DPR 527, 231 (1981); Pereira Suárez v. Jta. Dir Cond., 

182 DPR 485, 509-510 (2011). 

Luego de examinar las determinaciones de hecho realizadas 

por el TPI en la Sentencia apelada, determinamos que cada una 

encuentra apoyo en la prueba documental que acompañó la 

Solicitud de Sentencia Sumaria presentada por el BPPR. Por lo tanto, 

acogemos las determinaciones de hechos enumeradas en la 

Sentencia Sumaria Enmendada apelada, y se hacen formar parte de 

la presente Sentencia. En fin, el primer error no se cometió. 

Por otro lado, en el segundo señalamiento de error, la parte 

apelante indicó que el TPI incidió al dictar sentencia sumaria sin 

que la parte apelante realizara el descubrimiento de prueba pautado 

por el tribunal. 
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 Sobre este tema, resta reiterar que los tribunales de instancia 

tienen amplia discreción para regular el ámbito del descubrimiento 

de prueba.9  En su escrito, la parte apelante no demostró que el TPI 

haya abusado de su discreción o que haya actuado con perjuicio o 

parcialidad. El expediente está huérfano de algún indicio de que el 

foro primario haya, en efecto, incurrido en algún patrón o abuso de 

discreción. El hecho cierto en el presente caso es que la parte 

apelante incumplió con las disposiciones de la Regla 36.3(b) de 

Procedimiento Civil, y el foro primario así lo determinó. Además, la 

parte apelante no ha derrotado la presunción de corrección que 

acompaña a toda sentencia judicial. Véase, entre otros, López García 

v. López García, 2018 TSPR 57, Op. de 10 de abril de 2018; 200 

DPR___ (2018). A contrario sensu, del estudio de los anejos que 

acompañan la Apelación quedamos convencidos que no era 

necesaria una vista evidenciaría para emitir, conforme a lo dispuesto 

en el ordenamiento jurídico10, una sentencia sumaria.   No cometió 

error el tribunal de primera instancia y la Sentencia Enmendada 

debe confirmarse.  

V. 

 En mérito de lo anterior, se confirma la Sentencia apelada. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 
                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
9 A esos efectos, véase Rivera y otros v. BPPR, 152 DPR 140, 154 (2000); Meléndez 
v. Caribbean Int´l. News, 151 DPR 649, 664 (2000); Lluch v. España Service Sta., 
117 DPR 729, 745 (1986).   
10 Véase, a manera ilustrativa, Vera v. Dr. Bravo, 161DPR308, 334-335(2004). 


